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Acción de Tutela – Mora en resolver un recurso de apelación, afecta el derecho al debido proceso pero no el derecho de petición: No obstante las consideraciones anteriores, la jurisprudencia de esta Corporación ha sido clara en señalar que la inobservancia de los términos para resolver oportunamente los recursos presentados contra los actos administrativos, transgrede el debido proceso, porque si la decisión tomada por la administración, bien sea judicial o administrativa, no es del agrado de una de las partes ésta tiene el derecho a impugnarla para que se revoque, modifique o aclare. Esto hace parte del derecho al debido proceso pero no del derecho de petición en sentido estricto.
Pereira, veintidós (22) de abril de dos mil dieciséis (2016). 

Acta número ___ de 22 de abril de 2016.

ASUNTO
Resuelve la Sala Cuarta de Decisión Laboral la acción de tutela de la referencia, que fuera impetrada por el señor Jhon Alexander González Sánchez ante la presunta violación de sus derechos fundamentales a la dignidad humana, a la igualdad, de petición, al debido proceso, a la seguridad social  y a la salud, entre otros..

IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

ACCIONANTE:
Jhon Alexander González Sánchez, identificado con cédula de ciudadanía No. 1.112.776.580 expedida en Cartago.
ACCIONADOS:
Nación – Ministerio de Defensa Nacional, Dirección de Sanidad Militar y Tribunal Médico Laboral.
SENTENCIA

I. ANTECEDENTES

Relata el accionante que mediante Junta Médico Laboral realizada por la Dirección de Sanidad del Ejército y plasmada en Acta N° 77705 del 5 de mayo de 2015, le diagnosticaron una disminución de la capacidad laboral del 13%, acto sobre el cual interpuso recurso de reposición a través de envío realizado el 12 de agosto de ese mismo año por la empresa de correo Deprisa y que el día 19 siguiente y por el mismo medio remitió unos documentos exigidos por la Oficina de Gestión documental valiéndose de ello, aclaró que el recurso interpuesto era el de apelación con el fin de que fuera incrementado el porcentaje asignado y le fuera valorado el daño psicológico y la leismaniasis.
Que en atención de lo anterior, el Tribunal Médico Laboral mediante oficio N° OFI15- 74684 del 17 de septiembre de 2015 le indicó que revisados los antecedentes del caso se advertía que aún se encontraba dentro del término para continuar con el trámite de valoración ante esa entidad, precisando que si en primera  instancia no se le habían valorado unas patologías no le era dable hacerlo en esa instancia; decisión frente a la cual mediante escrito remitido el 23 de septiembre siguiente mostró su inconformidad porque el artículo 21 del Decreto 1796 de 2000 le asigna competencia para ratificar, modificar o revocar las reclamaciones que surjan contra las decisiones de las Juntas Medico Laborales.

Consecuente con la anterior petición, el Tribunal Medico Laboral lo valoró el 15 de diciembre de 2015, sin embargo, hasta la fecha no ha emitido pronunciamiento alguno, es decir, no ha desatado el recurso de apelación que fuera interpuesta ante esa entidad.

No obstante lo expuesto, la Dirección de Sanidad le reconoció el 09 de diciembre una indemnización por la disminución de la capacidad laboral.
Conforme a lo anterior, solicita se protejan sus derechos fundamentales y en consecuencia se le ordene a las accionadas resolver de manera clara, precisa y de fondo el recurso de apelación interpuesto teniendo en cuenta las patologías “psicológicas – otorrinolaringología” que padece.
II. TRÁMITE
La solicitud de amparo fue admitida mediante proveído de 12 de abril, en el cual a su vez se ordenó correr traslado a las entidades accionadas por el término de dos (02) días, mismo que transcurrió en silencio.
III.  CONSIDERACIONES
Del problema jurídico 

¿En el presente asunto se evidencia vulneración de los derechos fundamentales del accionante de parte del Tribunal Médico Laboral al no resolver el recurso de apelación interpuesto en contra del acta de Junta Medico Laboral, luego de transcurridos aproximadamente 4 meses después de la valoración del recurrente en esa instancia?

Aspectos generales de la Acción de tutela

El artículo 86 de la Constitución Política consagra la tutela como un mecanismo judicial encaminado a la protección de los derechos fundamentales cuando éstos se amenacen o se vulneren por la acción o por la omisión de la autoridad pública o por particulares en algunos casos especiales. 
Este instrumento de defensa se caracteriza por su trámite preferente, su residualidad y su subsidiariedad, a la luz del precepto superior que la consagra y del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 que la reglamenta, lo que permite advertir que el ejercicio de la tutela no es absoluto, está limitado por las causales de improcedencia allí contenidas, entre otros motivos, la relativa a la existencia de otros mecanismos de defensa judicial para garantizar la protección del derecho que se alega amenazado o vulnerado.
De las diferencias existentes entre el derecho de petición y recurso de apelación
La Corte Constitucional desde vieja data ha sido clara en exponer que la interposición de un recurso de apelación bien se efectúe en vía administrativa o jurisdiccional, no puede ser asemejado desde ningún punto de vista a la presentación o ejercicio del derecho de petición, por lo tanto, la falta de resolución del mismo no vulnera este derecho sino el del debido proceso.
Con el objeto de generar mayor claridad frente al tema, se citará la siguiente providencia que se refiere al mismo: 
 
“La interposición del recurso de apelación no puede equipararse a ejercer el derecho de petición, pues este último consiste en presentar peticiones respetuosas a las autoridades para obtener una pronta resolución, mientras que el derecho a impugnar decisiones judiciales o administrativas es una clara manifestación del derecho a litigar, propio del acceso a la justicia
”.
De otro lado, en la sentencia T-601-98 M.P. Dr. Fabio Morón Díaz, se expresó: 
“Esta Corporación ha definido, en su jurisprudencia, que el derecho de petición es aquel que tienen los ciudadanos de dirigirse a una autoridad, con la seguridad de que van a recibir una respuesta pronta, de fondo y oportuna sobre su pedimento. Esta respuesta debe definir, de fondo, -positiva o negativamente-, la solicitud elevada, o por lo menos, expresar con claridad las etapas, medios, términos o procesos necesarios para dar una respuesta definitiva y contundente a quien la presentó.
 Por lo anterior, la interposición del recurso de apelación no puede equipararse al ejercicio del derecho de petición; este derecho, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, consiste en presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y obtener pronta resolución. Esto es muy diferente al derecho de litigar en causa propia o ajena. El litigio es la expresión del acceso a la justicia y dentro de ésta ocupa lugar destacado el derecho de interponer recursos contra los diferentes actos de la administración y contra las providencias de los jueces. Y tratándose de actos administrativos, éstos también son susceptibles de recursos, es más, es obligatorio hacerlo para previamente agotar la vía gubernativa y luego acudir ante la respectiva jurisdicción (ordinaria o contencioso administrativa). En efecto, interponer el recurso de apelación o de reposición sólo puede hacerse después de que ha habido pronunciamiento por parte de la administración. Si la decisión tomada, judicial o administrativa, no es del agrado de una de las partes, se tiene el derecho a impugnarla para que se revoque, modifique o adicione. Esto hace parte del derecho al debido proceso pero no del derecho de petición en sentido estricto”

(…)
No obstante las consideraciones anteriores, la jurisprudencia de esta Corporación ha sido clara en señalar que la inobservancia de los términos para resolver oportunamente los recursos presentados contra los actos administrativos, transgrede el debido proceso, porque si la decisión tomada por la administración, bien sea judicial o administrativa, no es del agrado de una de las partes ésta tiene el derecho a impugnarla para que se revoque, modifique o aclare. Esto hace parte del derecho al debido proceso pero no del derecho de petición en sentido estricto.
Del término con que cuenta el Tribunal Médico Laboral para resolver recurso de apelación 
El Decreto 1796 de 2000, en la norma que se encarga de regular todo lo relacionado con la “evaluación de la capacidad psicofísica y de la disminución de la capacidad laboral, y aspectos sobre incapacidades, indemnizaciones, pensión por invalidez e informes administrativos por lesiones, de los miembros de la Fuerza Pública, Alumnos de las Escuelas de Formación y sus equivalentes en la Policía Nacional, personal civil al servicio del Ministerio de Defensa Nacional y de las Fuerzas Militares y personal no uniformado de la Policía Nacional” y, a la altura del artículo 21, señala: 

“El Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía conocerá en última instancia de las reclamaciones que surjan contra las decisiones de las Juntas médico-laborales y en consecuencia podrá ratificar, modificar o revocar tales decisiones. Así mismo, conocerá en única instancia la revisión de la pensión por solicitud del pensionado…”. 

Como puede verse, no se determina un término límite para que el Tribunal Médico Laboral emita la decisión de fondo frente a la reclamación, ha de entenderse recurso, presentado en contra de la decisión adoptada por la Junta Medico Laboral; sin embargo, ese vacío no autoriza a esa autoridad para omitir un pronunciamiento frente a lo solicitado, pues en todo caso, deberá atenderse las normas que regulan lo tocante trámite de los recursos ante la administración, contenidas en la Ley 1437 de 2011. 

En efecto, el artículo 79 ibídem, indica que los recursos se deberán resolver de plano, salvo que existan pruebas por practicar, aunque no se fija un lapso. Tampoco lo hace el artículo 80, que indica que una vez vencido el periodo probatorio se deberá proferir la decisión motivada que resuelva el recurso; sin embargo, estas normas dan cuenta de que los recursos deben resolverse de manera inmediata, bien sea vencido el período probatorio, o una vez presentados. 

Caso concreto
Estudiando el caso concreto, encuentra la Sala que el accionante remitió la primera reclamación el 11 de agosto de 2015, siendo recibida al día siguiente en el Ministerio de Defensa Nacional –fls. 12 a 14; que la segunda solicitud, en la que aclara que lo interpuesto era un recurso de apelación, fue recibida en esta misma entidad el 19 de agosto siguiente –fl.17-; que en virtud de esas solicitudes la Asesora Jurídica del Tribunal Médico Laboral le indicó que estaba dentro del término legal para continuar con el trámite ante esa dependencia –fl. 18-, motivo por el cual mediante escrito allegado el 28 de septiembre –fl. 21- expresó su deseo de que así fuera; por lo que se le señaló fecha para ser valorado el día 15 de diciembre de 2015, como en efecto sucedió.
Sin embargo, revisado el expediente y ante la ausencia de respuesta de las autoridades accionadas, es evidente que el Tribunal Médico Laboral no ha desatado de fondo el recurso de apelación o por lo menos no existe prueba de ello, a pesar de que han transcurrido 4 meses desde que se culminó la fase probatoria.

El recuento anterior, se demuestra que la Nación – Ministerio de Defensa – Tribunal Médico Laboral ha vulnerado de manera flagrante el derecho al debido proceso, puesto que van más de cuatro meses desde la valoración médica del accionante –vencimiento del periodo probatorio-, sin que a la fecha se hubiere decidido el mismo; de contera se advierten amenazados los derechos a la salud y a la seguridad social, toda vez que el recurso fue orientado a la calificación de otras patologías con el fin de incrementar el porcentaje de pérdida de capacidad para acceder a una de las prestaciones que el sistema prevé. 
En consecuencia, se tutelaran los derecho fundamentales antes referidos y se le ordenará a la Nación – Ministerio de Defensa – Tribunal Médico Laboral, a través del señor Ministro, que dentro del término de ocho (8) días resuelva de fondo el recurso de apelación presentado por el accionante en contra del acta de Junta Médico Laboral N° 77705 del 5 de mayo de 2015 proferida por la Dirección de Sanidad del Ejercito Nacional.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Cuarta de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la constitución,

FALLA

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales al debido proceso, a la salud y a la seguridad social del señor Jhon Alexander González Sánchez.
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior ORDENAR, a la Nación – Ministerio de Defensa – Tribunal Médico Laboral, a través del señor Ministro, doctor Luis Carlos Villegas, que dentro del término de ocho (8) días resuelva de fondo el recurso de apelación presentado por el accionante en contra del acta de Junta Medico Laboral N° 77705 del 5 de mayo de 2015 proferida por la Dirección de Sanidad del Ejercito Nacional.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes el contenido de este fallo en los términos del artículo 16 del Decreto 2591 de 1991, informándoseles que el mismo puede ser impugnado dentro de los tres días siguientes a la notificación.

CUARTO: DISPONER que en caso de que la presente decisión no fuese impugnada, se remita el expediente para ante la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
Magistrado Ponente
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN                    JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

            Magistrada                                                                 Magistrado

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� T-281-1998 M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero





